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Apelación 

procedente del 

Tribunal de  

Primera 

Instancia, Sala 

de Cabo Rojo  

 

Civil Núm.: 

I4CI201200429 

 

Sobre:  

Desahucio  

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Rivera Colón y la Juez Nieves Figueroa 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

   

 

RESOLUCIÓN 

     

En San Juan, Puerto Rico a 31 de agosto de 2016. 

 Comparecen los Sres. David, Oreste R. y Daniel 

todos de apellidos Hernández Seda, en adelante los 

señores Hernández Seda o los peticionarios, y 

solicitan que revoquemos una Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Cabo Rojo, en 

adelante TPI, mediante la cual se denegó una solicitud 

de relevo de sentencia. 

Al examinar la naturaleza y procedencia del caso 

de autos, acogemos la apelación como un recurso de 

certiorari, aunque conservará su clasificación 

alfanumérica y por los fundamentos que expondremos a 

continuación, denegamos la expedición del auto. 
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-I- 

Según surge de los autos originales, la finca 

número 25,472 inscrita al folio 9 del tomo 691 de Cabo 

Rojo, en adelante Finca Núm. 25,472, estuvo inscrita a 

favor del Sr. Oreste Hernández Sánchez, en adelante el 

señor Hernández Sánchez y su esposa Mildred Seda 

Matos, en adelante la señora Seda. 

A raíz de la muerte del señor Hernández Sánchez 

el 26 de diciembre de 2007, se declararon únicos y 

universales herederos del causante a los señores 

Hernández Seda y a su viuda, la señora Seda en la 

cuota viudal usufructuaria.  

Los días 2 de junio de 2008, 24 de junio de 2008, 

y 7 de julio de 2008, los señores Hernández Seda 

otorgaron sendas escrituras de Poder Especial mediante 

las cuales confirieron a su madre y viuda del señor 

Hernández Sánchez, la señora Seda, la facultad de:  

(c) …que lo[s] represente y haga las 

gestiones necesarias para la liquidación 

de las comunidades de bienes en que 

participara DON ORESTE SALVADOR HERNANDEZ 

también conocido por Oreste Hernández 

Sánchez; y, al efecto, para que rinda y 

tome cuentas y reciba lo que en derecho 

me corresponda; para que comparezca por 

sí, o por medio de abogados, ante los 

tribunales o agencias administrativas que 

fuere necesario en relación con cualquier 

asunto o gestión del caudal relicto de mi 

fenecido padre DON ORESTE SALVADOR 

HERNANDEZ también conocido por Oreste 

Hernández Sánchez. 

 

(d) Para que, en caso de que fuere 

necesario, comparezca a vender, 

hipotecar, permutar, segregar, agrupar, 

arrendar, constituir créditos 

refaccionarios, ampliar hipotecas, 

cancelar hipotecas, tomar dinero a 

préstamo, todo ello bajo las condiciones 

y garantías que estime fuere necesario 

ofrecer o constituir, y, en general, para 
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que realice todos los actos y 

enajenaciones que el mandante tuviera que 

realizar; para que firme y cambie cheques 

que fueren expedidos a favor del mandante 

y para que libre cheques para la 

extracción de cantidades en los bancos y 

demás establecimientos donde los tenga 

consignados el mandante.  

[…]  

 

Dichos poderes fueron debidamente inscritos en el 

Registro de Poderes de la Oficina del Director de 

Inspección de Notarías y para los fines del presente 

litigio, no fueron revocados, modificados, ampliados o 

anulados por tribunal competente o terminados por 

otras circunstancias dispuestas en el Código Civil, 

con posterioridad a la fecha de su otorgamiento.  

Estos poderes fueron estipulados por las partes 

en el litigio cuyo desarrollo expondremos 

posteriormente.  

Sobre ese trasfondo fáctico, el 19 de octubre de 

2009 la señora Seda suscribió un Contrato de Alquiler 

con Opción a Compra con el Sr. Juan F. Sosa, en 

adelante el señor Sosa o el recurrido. Mediante dicho 

contrato, la señora Seda se comprometió a vender la 

Finca Núm. 25,472 al recurrido por la cantidad de 

$100,000.00 y a pagar un canon de arrendamiento de 

$400.00 mensuales, comenzando el 10 de noviembre de 

2009. Dicho contrato tendría una vigencia de 365 días 

laborables.  

Dicha opción de compraventa estaba sujeta a la 

aprobación de un préstamo hipotecario para financiar 

la compraventa de la propiedad. De no aprobarse el 

préstamo, el arrendamiento continuaría vigente hasta 

la venta de la Finca Núm. 25,472.  
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Como consecuencia de desavenencias entre las 

partes del contrato de opción de compraventa y 

arrendamiento, el 17 de agosto de 2011 la señora Seda 

presentó una demanda de desahucio. Por su parte, el 

señor Sosa reconvino a la misma.  

Luego de celebrarse el juicio en su fondo, el 20 

de octubre de 2014, notificada el día siguiente, el 

TPI declaró no ha lugar la demanda de desahucio, con 

lugar la reconvención y ordenó a las partes en el 

pleito a otorgar una escritura pública por la cantidad 

de $82,000.00.  

El 13 de agosto de 2015, los peticionarios 

presentaron una Moción Urgente, Comparecencia Especial 

y Solicitud. En dicho documento pidieron al TPI la 

suspensión de la venta de la Finca Núm. 25,472, porque 

la sentencia dictada es nula por falta de parte 

indispensable.  

El TPI aceptó la intervención post sentencia de 

los peticionarios y concedió término al recurrido para 

exponer su posición en cuanto a la solicitud de relevo 

de sentencia.  

En cumplimiento de la orden, el señor Sosa 

compareció y alegó que todos los actos realizados por 

la señora Seda, pertinentes para efectos del presente 

litigio, fueron debidamente autorizados en virtud de 

los poderes suscritos por los señores Hernández Seda.  

Examinadas las posiciones de ambas partes, el TPI 

denegó la solicitud de relevo de sentencia de los 

señores Hernández Seda. 
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Insatisfechos, los peticionarios presentaron una 

reconsideración, que fue oportunamente denegada. 

Inconformes con dicha determinación, los señores 

Hernández Seda presentaron un Escrito de Apelación en 

el que alegan que el TPI cometió el siguiente error: 

Cometió error manifiesto de hecho y de 

derecho el Tribunal de Primera Instancia 

al declarar No Ha Lugar, la solicitud; 

para que se dejare sin efecto la 

Sentencia dictada en el caso; por falta 

de parte indispensable; y al declarar NO 

HA LUGAR; la Moción de Reconsideración, y 

de Determinaciones de Hechos Adicionales.  

 

Luego de revisar los autos originales, el escrito 

de los peticionarios y los documentos que obran en 

autos, estamos en posición de resolver. 

-II- 

A. 

El auto de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido 

por un tribunal inferior.
1
 Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la 

facultad de expedir el auto de certiorari de manera 

discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios. Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse de manera razonable, procurando siempre 

lograr una solución justiciera.
2
 

Por su parte, la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal establece los criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición 

                                                 
1 García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); Pueblo v. Colón 

Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). 
2 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 
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de un auto de certiorari. Sobre el particular 

establece: 

El Tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de 

una orden de mostrar causa: 

 

A. Si el remedio y la disposición de la 
decisión recurrida, a diferencia de 

sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada es 
la más indicada para el análisis del 

problema. 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 
error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

D. Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de 

los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que 
se presenta el caso es la más propicia 

para su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la solución 

final del litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa evita un 

fracaso de la justicia.
3
  

 

B. 

En nuestro ordenamiento jurídico rige el 

principio de la finalidad en los pronunciamientos 

judiciales que persigue que haya certeza y estabilidad 

en los procesos y se eviten demoras innecesarias en el 

trámite judicial.
4
 No obstante, las Reglas de 

Procedimiento Civil facultan a una parte a presentar 

una moción de relevo de sentencia que procura que el 

                                                 
3 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
4 Piazza Vélez v. Isla del Río, Inc., 158 DPR 440, 448 (2003). 
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Tribunal de Primera Instancia la releve de los efectos 

de una sentencia, orden o procedimiento.
5
  

De esta forma, se le confiere al tribunal una 

facultad importante –pero no absoluta- para dejar sin 

efecto una sentencia por causa justificada, 

fundamentada en la propia razón de ser de los foros 

judiciales, a saber: hacer justicia.
6
 Así pues, se 

provee un mecanismo post sentencia para impedir que se 

vean frustrados los fines de la justicia mediante 

tecnicismos y sofisticaciones.
7
 Debemos tener en 

consideración que la moción de relevo de sentencia 

procede si se formula en bien de la justicia y se 

adjudica con liberalidad.
8
 

Conforme a lo anterior, el ordenamiento procesal 

provee varios fundamentos mediante los cuales una 

parte puede solicitar el relevo de una sentencia, 

siempre y cuando convenza al tribunal que debe 

ejercitar su discreción bajo las circunstancias del 

caso.
9
 Al respecto, la Regla 49.2 de las de 

Procedimiento Civil dispone: 

Mediante una moción y bajo aquellas 

condiciones que sean justas, el tribunal 

podrá relevar a una parte o a su 

representante legal de una sentencia, 

orden o procedimiento por las razones 

siguientes: 

 

a) error, inadvertencia, sorpresa o 

negligencia excusable; 

b) descubrimiento de evidencia esencial 

que, a pesar de una debida diligencia, 

                                                 
5 Véase, Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 49.2; R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico 

Derecho Procesal Civil, 5ta. Ed., San Juan, LexisNexis de Puerto 

Rico, Inc., 2010, sec. 4801, pág. 403.  
6 Piazza Vélez v. Isla del Río, Inc., supra, pág. 448. 
7 Náter v. Ramos, 162 DPR 616, 623-624 (2004). 
8 R. Hernández Colón, op. cit., sec. 4801, pág. 403. 
9 Náter v. Ramos, supra, pág. 624. 
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no pudo haber sido descubierta a 

tiempo para solicitar un nuevo juicio; 

c) fraude, falsa representación u otra 

conducta impropia de la parte adversa; 

d) nulidad de la sentencia; 

e) la sentencia ha sido satisfecha, 

renunciada o se ha cumplido con ella; 

f) la sentencia anterior en que se 

fundaba ha sido revocada o dejada sin 

efecto; 

g) cualquier otra razón que justifique la 
concesión de ese remedio.

10
 

 

Es pertinente destacar, que las determinaciones 

judiciales que son finales y firmes no pueden estar 

sujetas a ser alteradas por tiempo indefinido.
11
 De 

este modo, la normativa procesal establece que la 

moción de relevo debe presentarse dentro de un término 

razonable pero en ningún caso después de transcurridos 

seis meses de haberse registrado la sentencia u orden 

o haberse llevado a cabo el procedimiento.
12
 A esos 

efectos, el Tribunal Supremo de Puerto Rico, en 

adelante TSPR, ha resuelto que este término es de 

naturaleza fatal en su acción extintiva del derecho 

por lo que transcurrido el plazo, no puede adjudicarse 

la solicitud de relevo.
13
 

No obstante, aun después de transcurrido el 

término de seis meses, la propia Regla 49.2, supra, 

reconoce el poder de un tribunal para conocer de un 

pleito independiente con el propósito de relevar a una 

parte de una sentencia, orden o procedimiento, 

conceder un remedio a una parte que en realidad no 

                                                 
10 Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, supra. 
11 Piazza Vélez v. Isla del Río, Inc., supra, págs. 448-449. 
12 Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, supra. Véase además, 

Sánchez Ramos v. Troche Toro, 111 DPR 155, 157 (1981). 
13 Bco. Santander P.R. v. Fajardo Farms Corp., 141 DPR 237, 243-

244 (1996). 
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hubiese sido emplazada y dejar sin efecto una 

sentencia por motivo de fraude al tribunal.
14
 Cabe 

destacar que la existencia de un fundamento válido 

para relevar a una parte de los efectos de una 

sentencia es una decisión discrecional, salvo que se 

trate de casos en los que se alegue nulidad o cuando 

la sentencia ha sido satisfecha.
15
 

Así pues, aunque la tendencia jurisprudencial se 

incline a interpretar liberalmente la Regla 49.2, 

supra, ello no significa que pueda utilizarse en 

sustitución de los recursos de revisión o 

reconsideración.
16
 Tampoco puede utilizarse para 

premiar la dejadez y falta de diligencia en perjuicio 

de los intereses de la otra parte y la buena 

administración de la justicia.
17
  

Al respecto, el TSPR ha reconocido que este 

mecanismo no es una llave maestra para reabrir 

caprichosamente un pleito ya adjudicado y echar a un 

lado la sentencia correctamente dictada.
18
 Por el 

contrario, las sentencias emitidas por nuestros 

tribunales tienen a su favor una presunción de validez 

y corrección.
19
  

Cónsono con lo anterior, el TSPR ha identificado 

varios criterios para guiar la discreción de los 

tribunales al adjudicar una moción de relevo de 

sentencia, a saber: si el peticionario tiene una buena 

defensa en los méritos; de dejarse sin efecto la 

                                                 
14 Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, supra. 
15 Náter v. Ramos, supra, pág. 624. 
16 Reyes Díaz v. E.L.A., 155 DPR 799, 810 (2001). 
17 Dávila v. Hospital San Miguel, 117 DPR 807, 818 (1986). 
18 Pardo v. Sucn. Stella, 145 DPR 816, 824 (1998). 
19 Véase, Cortés Piñeiro v. Sucesión A. Cortés, 83 DPR 685 (1961). 
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sentencia la ausencia de perjuicio a la otra parte; el 

perjuicio que sufriría la parte promovente de no ser 

concedido el remedio solicitado; la diligencia del 

promovente de la solicitud en la tramitación del 

caso.
20
  

En fin, el ordenamiento jurídico reconoce la 

figura de relevo como el mecanismo procesal para 

modificar errores que hayan cometido las partes; no 

para corregir errores de derecho, ya que para ello 

están los recursos apelativos.
21
 No obstante, su razón 

de ser no es absoluta puesto que se entrelazan dos 

intereses apremiantes: por un lado, la búsqueda de la 

justicia, y, por otro, la certeza, estabilidad y 

celeridad del ordenamiento judicial.
22
 

-III- 

La Resolución impugnada es correcta en derecho, 

por lo cual no intervendremos con la misma. Regla 40 

(A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 

Veamos. 

El TPI no abusó de su discreción al denegar la 

solicitud de relevo de sentencia. 

De la prueba documental estipulada por las partes 

y admitida en juicio, se desprende que al suscribir el 

Contrato de Opción de Compra y representarlos en el 

juicio, la señora Seda actuó en nombre y en 

representación de los señores Hernández Seda. Ello en 

virtud de los poderes especiales, vigentes, otorgados 

por los peticionarios a favor de la señora Seda; en 

                                                 
20 Reyes Díaz v. E.L.A., supra, pág. 810. 
21 García Colón v. Sucn. González, 178 DPR 527, 539 (2010). 
22 Piazza Vélez v. Isla del Río, supra, pág. 448. 
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los que se faculta a esta a realizar cualquier acto 

necesario para liquidar la comunidad de bienes 

existente entre los peticionarios y su madre, 

incluyendo, pero sin limitarse, a suscribir contratos 

de compraventa y representarlos en juicio. Por tal 

razón, estaba autorizada a realizar ambos actos. No 

pueden ahora, tardía y convenientemente, actuar contra 

sus propios actos y pretender dejar sin efecto los 

poderes específicos, inequívocamente concedidos, a la 

señora Seda. Nuestro ordenamiento jurídico aborrece la 

inconsistencia. (La conducta contradictoria no tiene 

lugar en el campo del derecho y debe ser impedida).
23
  

Por otro lado, los peticionarios no han 

presentado una buena defensa en sus méritos. En 

cambio, de dejarse sin efecto la sentencia, el señor 

Sosa sufriría un grave perjuicio, ya que vería 

postergado indefinidamente su interés en comprar la 

Finca Núm. 25,472, conforme al contrato de opción de 

compra y arrendamiento o en su defecto, de recobrar el 

dinero y el tiempo invertido en el cumplimiento de un 

contrato de obra con el que según la sentencia final y 

firme, cumplió cabalmente, mientras, incumplió 

crasamente la señora Seda, representante de los 

peticionarios.  

Finalmente, no existe ningún otro fundamento, 

bajo la Regla 40 de nuestro Reglamento, que justifique 

la expedición del auto solicitado. 

 

                                                 
23 Int. General Electric v. Concrete Builders, 104 DPR 871, 877 

(1976). 
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-IV- 

 Por los fundamentos previamente expuestos, se 

deniega la expedición del auto de certiorari. 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

        Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


